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Introducción
En Chile, a finales de la década del 1990 y durante 

la década del 2000 comienza a aparecer como una de 
las principales preocupaciones de la población la delin-
cuencia (PINCHEIRA, 2012). En medio de esto hace su 
aparición en los diferentes medio de comunicación “El 
Cisarro”, un menor de edad con una larga y violenta histo-
ria delictual, que pronto se transforma en objeto de discu-
sión respecto al fenómeno de la delincuencia juvenil. En 
esta discusión se entrelazan variados aspecto, tales como 
la impunidad ante la ley de los menores de edad, las cau-
sas del problema, la necesidad de intervención psiquiátri-
ca y social, la inoperancia de los centros de acogida del 
Servicio Nacional de Menores (en adelante SENAME), 
entre otros. Al mismo tiempo, en el congreso nacional se 
discute un proyecto de ley sobre la Responsabilidad Penal 
de menores de edad, que posteriormente dará como resul-
tado la promulgación de la ley 20.084 (CHILE, 2005).1 
En términos generales, esta normativa establece la regula-
ción de “la responsabilidad penal de los adolescentes por 
los delitos que cometan, el procedimiento para la averi-
guación y establecimiento de dicha responsabilidad, la 
determinación de las sanciones procedentes y la forma de 
ejecución de éstas” (CHILE, 2005, art. 1°). De este modo, 
las penas consideradas en el Código Penal para la pobla-
ción adulta, son sustituidas por otros tipos de medidas de-

pendiendo de la falta y los antecedentes previos.2 Además, 
independiente del tipo de sanción dispuesta por el juez, 
se añade una sanción accesoria si la situación del o la jo-
ven lo amerita: tratamiento obligatorio de rehabilitación 
por consumo de alcohol y drogas.3 Ésta debe considerar 
la atención psiquiátrica, psicológica y social tanto para el 
menor como para su familia.

La entrada en vigencia de la ley 20.084 se ha dado 
en medio de una serie de procesos de reformas4 bajo el 
discurso de la “Modernización” del Estado (MEDINA, 
2013), que plantea la necesidad de nuevos modos de or-
ganización del trabajo, que apuntan a un fuerte control de 
las acciones por medio de una serie estrategias de gestión.

Luego de varios años desde la entrada en vigencia de 
la ley 20.084 cabe preguntarse qué ha ocurrido; Volvien-
do a “el Cisarro”, el 13 de mayo del 2013 los medios de 
comunicación anunciaban su cumpleaños número 14. La 
relevancia de este hecho radicaba en que, desde ese día 
en adelante el temido personaje pasaba a tener responsa-
bilidad penal gracias a la mencionada ley. Los mismos 
medios de comunicación, sin embargo, planteaban la re 
apertura de las discusiones en torno a la responsabilidad 
penal del menor, en la cual se involucraban psiquiatras, 
representantes del SENAME, y la ciudadanía, dando 
2 Las medidas se clasifican en dos categorías; 1) las privativas y 2) las no priva-
tivas de libertad.

3 La fundamentación de esta medida sería la alta prevalencia de consumo proble-
mático de sustancias en este tipo de población (CHILE, 2005, art. 7).

4 desde el año 2005 comenzó a funcionar en todo el país un nuevo sistema Proce-
sal Pena, y por otra, en 2012, se envía un proyecto de ley al congreso que busca 
modificar el sistema de protección de la infancia.
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cuenta de que el debate aún no se ha cerrado.  Por otra 
parte, las cifras tampoco apoyan la idea de que éste sea 
un problema resuelto: la reincidencia de la delincuencia 
juvenil durante el año 2010 fue de 50,9%, y la poblaci-
ón penal general se ha incrementado exponencialmente 
desde inicios de la década de 2000, sin que la entrada 
en vigencia de la ley haya tenido impacto alguno en este 
sentido (SALINERO, 2012). Desde la disciplina del de-
recho, también se han evidenciado los problemas de le 
ley y de su puesta en marcha (BERRÍOS, 2011; MAL-
DONADO, 2014).

Pese a lo anterior, no podemos decir que la entrada en 
vigencia de la ley no ha tenido efectos: se han implemen-
tado una serie de reglamentos, protocolos y programas 
dirigidos a jóvenes que han cometido algún delito. Éstos 
últimos, dadas las características de las políticas sociales 
de Gobierno del Estado Chileno, son ejecutados en gran 
parte por actores no gubernamentales, generando así un 
entramado de discursos e instituciones: El Ministerio de 
Justicia y SENAME debe sancionar, y al mismo tiempo 
ofrecer intervención profesional a los menores; el Mi-
nisterio del Interior y Seguridad Pública y Servicio Na-
cional para la Prevención y Rehabilitación del Consumo 
de Drogas y Alcohol (SENDA), son los encargados de 
entregar recursos financieros a los equipos de salud para 
el tratamiento de las adicciones en este grupo de jóvenes; 
el Ministerio de Salud debe entregar las directrices para 
la intervención de los profesionales de salud (CHILE, 
2006); una serie de Organizaciones no gubernamentales 
deben participar de la oferta programática orientada a 
esta población; y finalmente, los equipos interdisciplina-
rios5 que  se desempeñan en centros públicos y privados, 
deben hacer efectiva la política.

En medio de este entramado que involucra técnicas, 
programas de gobierno, normas institucionales, saberes 
profesionales, entre otras, comienza a configurarse un 
nuevo sujeto de intervención: el joven infractor de ley, 
que corresponde a un menor de edad (14 a 18 años) que 
comete actos delictuales, que además requieren de medi-
das para la rehabilitación y reinserción social, dentro de 
las cuales cobra relevancia el tratamiento de adicciones. 
Este sujeto, es objeto de acciones definidas por las direc-
trices que entregan los órganos de gobierno en relación a 
lo normal o deseable. 

En otras palabras, uno de los efectos de la entrada en 
vigencia de la ley 20.084 es la producción de nuevos mo-
dos de existencia y nuevas formas de subjetividad que se 
moldean por medio de las acciones que buscan intervenir 
a determinados sujetos. Estas técnicas de intervención se 
presentan como un avance en relación a las formas pre-
vias y sustentan su legitimidad por medio de relatos que 
concatenan los modelos anteriores en una secuencia de 
hechos precursores de lo actual. Estos relatos épicos, sin 
embargo, ignoran las dinámicas sociales, económicas y 
políticas que han hecho posible la emergencia de deter-
minados principios y supuestos. Cabe entonces la pre-
gunta “¿Qué evidencia hay de que nuestro entendimiento 

5  Conformados por psicólogos, asistentes sociales, terapeutas ocupacionales, 
enfermeras, médicos psiquiatras infanto-juveniles y técnicos en rehabilitación.

de estos fenómenos ha mejorado, qué certezas actuales 
son más confiables que aquellas en el pasado?” (STILL; 
VELODY, 1992, p. 12) 

En el presente trabajo, me propongo articular una 
base para la comprensión de aquello que se comienza a 
configurar en Chile como el “joven infractor de ley”, sin 
asumir éste como un hecho, sino que como algo que sólo 
es posible de pensar y de intervenir en un cierto campo 
discursivo. El objetivo es cuestionar los términos de refe-
rencia de la ley, las normas, los protocolos y los saberes 
involucrados, a fin de examinar qué se está produciendo 
en términos de subjetividad por efecto de la confluencia 
de éstos mismos. A partir de los planteamientos teóricos 
de Foucault, en este artículo se pretende dar cuenta de 
la relación entre lo gubernamental y los saberes disci-
plinares implicados en la intervención de Jóvenes In-
fractores de Ley, para luego plantear una aproximación 
crítica a la misma. 
El marco comprensivo de las políticas sociales en el 

Chile actual
Foucault entiende las prácticas de intervención sobre 

los sujetos como acciones que emergen de un entramado 
de relaciones de poder en un momento histórico. Estas 
relaciones de poder resultan en la articulación de disposi-
tivos6 y tecnologías políticas específicas, las que poseen 
determinadas racionalidades, es decir, están sometidas a 
ciertas reglas y devienen en determinadas prácticas, en-
tendidas estas últimas como lo que hace referencia a un 
conjunto de dispositivos que están dotados de una racio-
nalidad y que operan como condiciones de posibilidad de 
acción de los sujetos (CASTRO-GÓMEZ, 2010). En tal 
sentido, las acciones de intervención sobre determinados 
sujetos no son algo separado de las formas de gobierno 
político y el Estado. 

Foucault da cuenta del proceso histórico a través del 
cual se ha llegado al modelo actual de Estado-gobierno y 
propone que, con éste aparece la población como sujeto 
de necesidades y aspiraciones y como objeto de la inter-
vención del gobierno (FOUCAULT, 1978). Según el au-
tor desde aquí en adelante, no se trata de imponer leyes, 
sino de utilizar múltiples tácticas y disponer de las cosas 
para que una multiplicidad de fines sean alcanzados, lo 
cual nos lleva a una razón de Estado, es decir, a reglas ra-
cionales que no tienen su fundamento en ideas cosmoló-
gicas, filosóficas o morales.

Desde esta perspectiva, Barry, Osborne y Rose 
(1996) proponen un marco conceptual para el análisis de 
la razón política o la mentalidad que, a través de diversos 
mecanismos, ha configurado nuestro presente; nuestras 
normas, nuestros imperativos éticos y nuestra subjetivi-
dad. Éste marco no pretende ser una teoría política o una 
propuesta ideológica, sino un enfoque para dar cuenta del 
conjunto de técnicas que se utilizan para gobernar en el 

6  Se entiende por dispositivo “[…] un conjunto resueltamente heterogéneo que 
compone los discursos, las instalaciones, las habilitaciones arquitectónicas, las 
decisiones reglamentarias, las leyes, las medidas administrativas, los enunciados 
científicos, proposiciones filosóficas, morales y filantrópicas” (FOUCAULT, 
1977 apud AGAMBEN, 2011 p. 250 ).
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presente. A continuación intentaré situar la intervención 
de jóvenes infractores de ley en un marco de lógica de 
gobierno.
Democracia “avanzada” post dictadura

El proceso denominado genéricamente de reformas 
neoliberales en los Estados de Latinoamérica ocurrido 
durante finales de los años 70s y primera mitad de la dé-
cada de los 80s, tuvo a Chile como uno de sus exponentes 
paradigmáticos, con lo cual el discurso del liberalismo 
económico, se instala con más fuerza que en otros paí-
ses de América Latina (HARVEY, 2005) e impacta en el 
diseño de las políticas públicas de gobierno (DELAMA-
ZA, 2005).

Las formas que adoptan los gobiernos de las demo-
cracias liberales, producto de la crítica al Welfare State 
del siglo XX, serán el modelo a seguir en Chile. Éstas, se 
pueden entender como resultado de procesos de neo libe-
ralización de la economía durante la década de los 80’s y 
90’s (ROSE, 1997). Su principal sustento es la ideología 
neoliberal, la que cristaliza en un cuerpo conceptual que 
exalta la eficiencia del mercado como el mejor distribui-
dor de recursos dentro de la sociedad, al tiempo que culpa 
al Estado y su aparato burocrático de ineficiente, “obeso” 
y provocador de las crisis económicas. Esto se traduce en 
una desarticulación de las variadas tecnologías de gobier-
no desarrolladas durante el siglo XX y su mutación a una 
red de servicios públicos y privados. Además, la política 
social, y su papel central como estrategia redistributiva 
de las riquezas de la sociedad, quedarán supeditados a la 
política económica de crecimiento y acumulación.

Las técnicas de intervención de personas y grupos, 
se deben analizar también en el contexto de lo descrito 
anteriormente: en medio de un proceso de reducción de 
la provisión de servicios por parte de los estados, y un au-
mento en los servicios privados. Pero esto, no es sólo un 
cambio en las formas de administración de los servicios, 
sino que también implica un cambio en la racionalidad 
de gobierno (ROSE, 1997): El poder de decisión de los 
expertos, ahora debe ser transferido a la contabilidad y la 
gestión financiara ya que éstos pueden garantizar objeti-
vidad y neutralidad a la hora de evaluar las acciones. Aún 
más, la teoría económica no se traduce sólo en modos 
de gestión, sino que a través de diferentes estrategias y 
el despliegue de variadas tecnologías, ha llegado a ser el 
objeto y el blanco de los programas políticos. La mercan-
tilización ya no se restringe a bienes materiales; ahora 
incorpora y modifica aspectos de la vida.  El sujeto de 
gobierno se define como un ser libre y autónomo, que 
debe procurar maximizar sus capacidades y bienestar, 
por medio de elecciones en un mercado libre. Las tecno-
logías de gobierno, por lo tanto, se orientarán a alinear 
la subjetividad de los jóvenes infractores de ley, con ese 
ideal del sujeto de gobierno. 

En este proceso los profesionales de intervención se 
ubica en una situación intermedia entre las racionalidades 
de gobierno y las prácticas de provisión de servicios a 
individuos y comunidades: Deben responder a progra-
mas, que contienen una cierta moral y que se traducen en 

técnicas, estipuladas en políticas, planes de gobierno y 
programas de salud. A su vez, ésta moral y éstas técnicas 
se apoyan en el conocimiento que se generan de la acción 
sistemática de los expertos sobre determinados sujetos 
de intervención, acerca de sus condiciones de vida y sus 
modos de existencia. Finalmente, el reconocimiento que 
obtengan los profesionales dependerá de logros que serán 
evaluados, ya no en función de sus experticias, sino según 
su capacidad para alinear las conductas de sus sujetos de 
intervención, con los fines de gobierno (HOLMES; GES-
TALDO, 2002; CARRASCO; YUIG, 2014).

Las nociones acerca de cómo es, cómo debería ser y 
cómo se debe intervenir a los sujetos jóvenes infractores 
de ley, se alinea con el ideal del sujeto de gobierno neo-
liberal y guían la toma de decisiones de las instituciones 
políticas; SENAME y SENDA. Luego, éstas “se limitan” 
a dar las directrices técnicas, sin ser necesariamente los 
responsables directos de la intervención, pues otros acto-
res no gubernamentales tendrán esa responsabilidad. 

Esta forma de hacer efectivo el gobierno del sujeto 
adolescente infractor de ley, depende no sólo del poder 
de decisión de los expertos, sino que también, y en gran 
medida, de una serie de tecnologías que buscan conectar 
las aspiraciones del gobierno con los actores no guberna-
mentales. En el caso de Chile, esto se vincula al discurso 
de la “Modernización” del Estado (MEDINA, 2013): se 
plantea la necesidad de nuevos modos de organización 
del trabajo,  que deben estar fuertemente controlados por 
una serie estrategias de gestión (PULIDO, 2007; SIS-
TO, 2009; SOTO, 2009). Cobran relevancia técnicas de 
contabilidad y gestión financiara, lo que no es un hecho 
aislado, sino que se enmarca en una lógica mayor, y que 
incorpora a los profesionales de múltiples ámbitos de la 
intervención con personas (salud, educación, entre otros) 
a un entramado de relaciones donde se re definen las no-
ciones que guían la política y la intervención. 
El proceso de configuración de la intervención de 
jóvenes, infractores y adictos

Todo lo anterior no ocurre sobre una tabla rasa, sino 
que se conecta con las formas previas de intervención 
sobre ciertos sujetos que se habían desarrollado en Chile 
desde los inicios de la República. 

Si aceptamos la premisa de que el presente es el resul-
tado de relaciones de poder que, en diferentes momentos 
han dado pie a instituciones, leyes, prácticas, conoci-
mientos, entre otros, y que han sido las condiciones de 
posibilidad para la acción racional de gobierno sobre de-
terminados sujetos (FOUCAULT, 1979), la comprensión 
acerca de cómo se configura el sujeto Joven Infractor de 
ley, se complejiza y requiere de una mirada que, al buscar 
conocer las prácticas actuales, se construya  desde una 
exploración del pasado.

Para este ejercicio he considerado como principales 
precursores de la Intervención con Jóvenes Infractores 
de Ley en Chile 1) las prácticas de castigo y privación 
de libertad, 2) las prácticas de intervención en menores 
de edad y 3) las prácticas de intervención en personas 
con consumo problemático de drogas. Cada una de és-
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tas sumadas a la mediación de las diferentes tecnologías 
propias de un gobierno neo liberal, y de los actores no 
gubernamentales vinculados, se entenderá como lo que 
hoy dota de contenido aquello denominado Intervención 
con Jóvenes Infractores de Ley, 

Respecto de las prácticas de castigo y privación de 
libertad

De acuerdo a la propuesta de Foucault, la historia del 
castigo sufre un cambio radical en la época moderna. An-
tes, bajo las formas de soberanía, los castigos provocaban 
sufrimiento físico intenso, con lo cual se buscaba no sólo 
hacer pagar a quien había cometido una ofensa contra el 
soberano, sino también infringir temor a todos los súbdi-
tos, pues eran públicos (FOUCAULT, 1979). 

A comienzos del siglo XIX surge una nueva justicia 
penal que sustituye el castigo físico y público por la sus-
pensión de  derechos, con el fin de neutralizar a quienes 
son considerados sujetos peligrosos, y así brindar seguri-
dad al resto de la población. Esto da pie a diversas institu-
ciones que buscan primero, separar a los delincuentes del 
resto de la población, y luego, modificar sus conductas 
delictivas. La cárcel se orientará a modificar la conducta 
del individuo, para lo cual adoptará una serie de técnicas, 
entre las cuales están la vigilancia y la clasificación de 
los sujetos. La primera se trata de la observación cons-
tante de los sujetos para una mayor eficacia del control 
sobre sus conductas. La segunda se trata del resultado de 
la observación y el registro sistemático, que permitirán la 
división binaria y la marcación de los internos (peligro-
so-inofensivo, normal- anormal, etc.) para poder medir 
y corregir de forma racional a cada uno. En este nuevo 
orden, cobran relevancia otros expertos extrajurídico, ta-
les como psiquiatra, psicólogo,  educadores, capellanes, 
entre otros.

Foucault (1979) propone que el surgimiento de la pri-
sión como institución, sería el resultado de las prácticas 
antes descritas, y describe la institución carcelaria como 
aquella que  se caracteriza por tres principios orientados 
a lograr la transformación penitenciaria:

Aislamiento: Se aísla a los sujetos de lo que ha mo-
tivado la infracción y de los demás detenidos. De los 
demás detenidos para evitar motines y para fomentar la 
reflexión y el remordimiento.  

Trabajo: Es útil como principio de orden y regulari-
dad en la vida de los reos, organiza su rutina diaria. 

Modulación de pena: Permite gestionar la pena, su 
calidad y rigor, de acuerdo a los efectos carcelarios en 
el sujeto. La pena se puede ordenar en etapas, se puede 
agravar o aliviar, independiente del aparato judicial, por 
decisión del director de la cárcel, en compañía de sacer-
dotes, psicológicos y asistentes sociales.

En Chile, en 1820 se funda la Casa Correccional de 
Santiago, como una “casa de objeto público”. Esta  deno-
minación es heredada de la Colonia, y designa a aquellos 
establecimientos donde habitaba gente, pero que no se 
consideran casa de familia. En tal sentido, la denomina-
ción de casas de objeto público, hace de las incipientes 

prácticas republicanas del encierro en Chile, herederas de 
los modos de penalidad, establecidos durante la colonia 
(NEIRA, 1998). 

La encomienda fue una estrategia de orden social, 
basada en la territorialidad y en el señorío (MILLAR; 
DUHART, 2005). En este orden los siervos son respon-
sabilidad de un señor, pero para que éste pueda velar por 
sus siervos, controlarlos y disciplinarlos es necesario que 
estén fijos en el territorio que le ha sido encomendado. 
De ahí el problema de la vagancia: quienes no pertenecen 
a un lugar, y por tanto a un señor, no pueden ser discipli-
nados. En este orden, la casa señorial juega un rol central: 
es donde habita el señor y su familia, pero además es el 
espacio público donde se realizan las prácticas y ritos de 
vinculación familiar y donde se establecen las jerarquías 
(ARAYA, 2005).

El problema de la disciplina y de la moralización de 
los sujetos que no tienen un señor (los vagos), es tratado 
durante la colonia con las mismas estrategias de control 
espacial: se les asigna un espacio que suple la función 
de una casa señorial. A este espacio se le denominará 
Casa de Objeto Público, lo cual se mantendrá durante 
los primeros años de la República; en el censo de 1813 
se utilizó esta categoría para designar a parroquias, igle-
sias conventos, monasterios, cárceles, casas de correcci-
ón, hospitales, hospicios, casas de educación y fábricas. 
Es decir, aún en los primeros años de la República esta 
categoría se utilizaba para designar a aquellas viviendas 
que suplían la función social de la casa señorial: brindar 
protección a cambio de sumisión y obediencia.

La Casa Correccional de Santiago se inspira en las 
modernas ideas del castigo y el control social, y más es-
pecíficamente en las ideas ilustradas de Jeremy Bentham 
sobre los medios más adecuados para la corrección mo-
ralizadora: el panóptico (NEIRA, 1998).

Para Foucault (1979) el panóptico de Bentham es la 
materialización de un nuevo dispositivo de poder que es 
posible por una estructura arquitectónica que garantiza el 
ejercicio automático y no individualizado del poder, por-
que los sujetos son dispuestos de manera tal, que siempre 
están de frente a un vigilante, sin poder verificar quién 
los vigila, ni en qué momento están siendo vigilados. La 
disposición espacial que inaugura el panóptico es para 
Foucault una economía del poder, ya que no requiere ce-
remonias, ni ritos, ni marcas sobre un cuerpo particular 
para ser efectivo. No hay alguien visible sobre quien re-
caiga el ejercicio del poder y sin embargo, éste se ejerce 
sobre todos. 

La espacialidad propia del panóptico sólo se mate-
rializó en la Casa Correccional de Santiago a fines de 
la década de 1840, pero las reformas se comenzaron a 
implementar 20 años antes legitimadas por las bondades 
del moderno modelo que se utilizaba en Europa. Las pri-
meras medidas que se tomaron fueron inspiradas en la 
crítica de Bentham a la administración pública. La Casa 
de Corrección de Santiago era administrada por privados 
y el gobierno sólo se encargaba de la vigilancia armada. 
Los administradores privados debían enseñar un oficio y 
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hacer productivos a los reclusos a fin de sustentar eco-
nómicamente a la institución y dejar ganancias para el 
administrador.

Es decir, la configuración de la corrección moraliza-
dora, que en Europa se asienta en una nueva disposición 
espacial y una nueva estrategia del poder, en Chile sólo 
se traduce en un mandato de la modernidad, que legiti-
ma las estrategias de control ya existentes, es decir, la 
adscripción de los sujetos a un espacio y un señor: El 
espacio del encierro no será transformado para que opere 
la vigilancia como mecanismo de control, y por lo tanto, 
seguirán siendo necesarias las acciones sobre los cuerpos 
para hacer efectivo el ejercicio del poder: Quien ejerce 
el poder seguirá siendo visible (el administrador) pero 
ahora su legitimidad para actuar no emanará de una ac-
ción soberana, sino de la adopción de la lógica moderna. 
Esto le permitirá nuevas acciones: Los administradores 
ahora podrán hacer que los reclusos adopten el hábito al 
trabajo, a fin de asegurar su sustento económico (CAR-
RASCO, 2013).

Luego, en el año 1843 se crea la Penitenciaría de 
Santiago, la cual en sus inicios buscaba implementar un 
sistema de reclusión moderno y civilizado, que propor-
cionara un nivel de vida aceptable a quienes fueran con-
denados a penas privativas de libertad. Sin embargo, el 
proyecto fracasó por la falta de recursos. 

Las intervenciones del estado sobre los sujetos priva-
dos de libertad, orientadas a modificar sus conductas y 
no sólo a aislarlos del resto de la población, en Chile sólo 
serán política de estado en la era post dictadura: Durante 
el Gobierno de Ricardo Lagos se desarrolla la Política 
Nacional de Seguridad Ciudadana (CHILE, 2004), que 
por primera vez toca los temas de reinserción social y 
laboral (PANTOJA, 2010 apud MORALES, 2013). Lue-
go, durante el primer gobierno de Michelle Bachelet se 
implementa la Estrategia Nacional de Seguridad Pública 
2006 – 2010 (CHILE, 2008) que identifica los responsa-
bles del cumplimiento de los distintos planes de acción 
para la población infractora, sumando además un eje de 
rehabilitación (MORALES, 2013).

Quizá éste sea el motivo por el cual la política de in-
tervención sobre los sujetos privados de libertad (Reha-
bilitación, Reinserción social y laboral) desde sus inicios, 
ha estado tan fuertemente marcada por los ideales de su-
jeto propios de una lógica neoliberal. 

Pero además, al mismo tiempo que en Chile se co-
mienzan a implementar estas políticas, en las democra-
cias liberales avanzadas comienza a darse un proceso 
inverso: A partir de los años ochenta, como ya se men-
cionó antes, habrá un fuerte cuestionamiento a la política 
del Estado de bienestar, lo que también toca a la política 
penal, y su premisa de que la protección social llevaría 
a mejorar las condiciones económicas, y esto a su vez a 
reducir la frecuencia de los delito. Cabe mencionar que 
la rehabilitación del infractor de la ley cobraba relevan-
cia bajo esta perspectiva: El Estado debía proveer a los 
infractores de educación y trabajo para evitar la re inci-
dencia.

Pues bien, hoy en día la situación en países como In-
glaterra y Estados Unidos es un declive en las políticas 
de rehabilitación, el resurgimiento de sanciones cada vez 
más punitivas,  la reinvención de la prisión, además de un 
rol cada vez más relevante de las víctimas y la privatizaci-
ón del control del delito (O’MALLEY, 2004; GARLAN, 
2005). Todo esto ha llevado a un aumento significativo 
en la población privada de libertad, y ha tendido hacia 
medidas punitivas, más que ha medidas de rehabilitación. 

En cuanto a la situación chilena, María Emilia Tijoux 
(2006) da cuenta del lugar que desempeña la cárcel en 
la contención de una población mayoritariamente pobre, 
que es considerada y tratada como peligrosa. Esto, de la 
mano del discurso de la guerra contra la delincuencia 
presente en la mayoría de las últimas campañas electo-
rales, ha llevado a promover acciones de gobierno que 
tendrán como consecuencia la sobrepoblación y saturaci-
ón de las cárceles chilenas. Luego, la solución a esto será 
la construcción e implementación de nuevas cárceles, 
mediante la concesión a privados.
Respecto de las prácticas de intervención de menores 

de edad
Foucault propone que a partir de la conformación 

del Estado Moderno, la función del poder se transforma 
desde la soberanía, a la administración de la vida de la 
población, con lo cual el poder sobre la vida llega a cons-
tituir la razón de ser del poder.  Para cumplir con este fin, 
no basta con la vigilancia, el conocimiento y la normali-
zación de los cuerpos como máquinas, sino que además 
es necesario centrarse en el cuerpo como el soporte de 
los procesos biológicos de la especie: la reproducción, la 
duración de la vida, los niveles de salud, la mortalidad. 
A la serie de intervenciones y controles reguladores de 
estos procesos, Foucault (1997) llama Biopolítica de la 
población.

Desde la noción de Biopolítica, Foucault examina las 
estrategias de gobierno que apuntan a la transmisión de 
capital de generación en generación, esto es la vigilancia 
sobre el cuidado de los padres a los hijos, el tiempo de 
lactancia, las horas que pasa la madre junto al hijo, en-
tre otras. El análisis de la familia pasa también a ser un 
ejercicio de gobierno y con esto surgen las acciones de 
tutela o cuidado de la infancia: se trata de que el estado 
debe suplir la función de los padre, cuando éstos no son 
capaces de transmitir un capital social adecuado.

El estado deberá proveer ayuda a las familias pobres 
a fin de asegurar que éstas puedan cumplir con su fun-
ción. A cambio, estas familias serán objeto de una estricta 
vigilancia sobre sus formas de administrar los recursos, 
hábitos de higiene, mantención del empleo, etc. A la par y 
como efecto de lo anterior, surgirán a comienzos del siglo 
XIX, una serie de saberes respecto de las formas correc-
tas de funcionamiento de la vida privada de la familia 
(DONZELOT, 1990), con lo cual se dará una coloniza-
ción de la vida privada, a través de acciones de gobierno, 
en lo cual tendrán un papel protagónico las profesionales 
de la visitación. Un proceso similar tendrá lugar en Chile 
durante la primera mitad del siglo XX (ILLANES, 2004).

276                               Fractal, Rev. Psicol., v. 27 – n. 3, p. 272-280, 2015



La historia de la Ley de Responsabilidad Penal de menores de edad en Chile: un ejercicio genealógico y una propuesta de análisis.

Las lógicas del estado moderno, conjugados con la in-
tervención racional sobre la vida familiar de la población, 
llevarán a una comprensión de los problemas sociales 
como producto de conductas individuales aprendidas en 
el seno de familias anómalas. Esto justificará a su vez la 
intervención estatal en la privacidad de las familias. El 
foco de la política será una población construida como 
vulnerable y riesgosa al mismo tiempo, sobre la cual hay 
que actuar para generar cambios. Luego, cuando tales es-
trategias fracasan, el estado deberá tener acción sobre los 
niños.

Donzelot (1990) describe el proceso francés que llevó 
a hacer de los menores de edad un objeto de gobierno. En 
su análisis muestra cómo la política se va configurando 
desde una lógica tutelar orientada a los menores cuyos 
padres no se consideran aptos, hasta llegar a acciones 
punitivas en los casos en que los menores ya han adopta-
do conductas desadaptadas. Finalmente la política de la 
infancia, actuará sobre toda la población menor de edad 
sin distinción, a través de diferentes mecanismos, dentro 
de los cuales se conjugan la intervención asistencial con 
la judicial. 

Las acciones conjugadas sobre el niño abandonado y 
el infractor, darán pie a prácticas jurídica que luego serán 
modelo a seguir (LEOPOLD, 2002). Éstas se constituyen 
como acciones orientadas a un sujeto que, por un lado es 
producto de carencias afectivas y abandono, y por otro, 
es culpa de una situación de pobreza: Se trata de un su-
jeto que es impulsivo, incapaz de reflexionar sobre sus 
actor, que busca el afecto, en síntesis una víctima y po-
tencial victimario a la vez. (LEOPOLD, 2002).

En Chile los discursos sobre la infancia se han modi-
ficado a través del tiempo. Uno de los cambios más sig-
nificativos ocurre con la Convención de los Derechos del 
Niño, aprobada por la Asamblea General de las Naciones 
Unidas en 1989 y promulgada en Chile en 1990. Ésta 
marca un cambio en las maneras de concebir los dere-
chos de los menores de edad: Se propone superar el para-
digma de la situación irregular, para llegar al paradigma 
de la protección integral, lo que significaría pasar de una 
concepción  de los menores como objetos de tutela y pro-
tección segregativa, a considerar niños y jóvenes como 
sujetos plenos de derechos. Alejandro Tsukame (2008) 
distingue tres etapas en relación a los niños y jóvenes que 
requieren intervención:

-       Entre mediados del siglo XIX y principios del siglo 
XX: Se considera la delincuencia en el menor como algo in-
nato y con características atávicas. El método de tratamien-
to es la privación de libertad y la pedagogía correccional.

-       Ley de menores de 1967: La delincuencia en el menor 
es un hecho aprendido en procesos de socialización des-
viados. El método de tratamiento es la libertad vigilada, a 
prueba o asistida y la resocialización del menor.

-       Desde la Convención de los Derechos del Niño y su 
promulgación en 1990 en Chile: La delincuencia del menor 
se debe a la consideración de éste como falto de responsa-
bilidad por sus actos. La estrategia es la responsabilización 
del menor por medio de hacerlo objeto de derechos y de-

beres. 

Esto último tendrá como repercusión un proceso de 
reformulación de la política de menores de edad y la con-
secuente reestructuración del aparato de gobierno encar-
gado de llevarla a cabo: el SENAME.

Respecto de las prácticas de intervención de 
personas con consumo problemático de drogas
De acuerdo al ejercicio genealógico propuesto por 

Foucault, los dispositivos de seguridad son los encarga-
dos de “[…] gestionar la tasa de criminalidad dentro de 
un intervalo probable y tolerable” (CASTRO-GÓMEZ, 
p. 65). Su función se orienta a generar condiciones en las 
que los sujetos distinguen conductas aceptables y otras no 
aceptables. Las primeras se deben mantener y potenciar, 
mientras que las segundas se deben corregir y modificar. 
Para esto se deben identificar y estudiar las poblaciones 
en riesgo de caer en la delincuencia y ejercer control y 
vigilancia sobre ellos. Los dispositivos de Seguridad se 
diferencian de los mecanismos jurídicos y disciplinarios, 
en que estos últimos tienen por función formular leyes 
que prohíban y sancionen conductas catalogadas crimi-
nales, mientras que los dispositivos de seguridad, no se 
orientan a eliminar la criminalidad, sino a gestionarla con 
el fin de que no suponga una amenaza para la estabilidad 
del gobierno ni para el conjunto de la población (2006).

Para cumplir con tal objetivo, los dispositivos de 
seguridad implementan una serie de técnicas sobre las 
poblaciones, que tienden a la producción de espacios de 
seguridad mediante la acción sobre las condiciones en las 
que las personas ejercen las conductas criminales. En tal 
sentido, el objetivo central y final de los dispositivos de 
seguridad no es la intervención directa sobre el cuerpo o 
la conducta del criminal, sino que producir condiciones 
de existencia de una población. Es decir, su acción es in-
directa. 

En Chile, desde el fin de la dictadura militar el tema 
de la prevención y la rehabilitación del consumo pro-
blemático de sustancias ha estado ligado a estrategias 
de seguridad. Esto no quiere decir que las acciones de 
gobierno en este sentido se hayan iniciado con el fin de 
la dictadura: previamente existió en Chile una serie de 
dispositivos orientados a actuar sobre lo que hoy se de-
nomina Consumo Problemático de Sustancias, sin em-
bargo, éstos conjugaban estrategias de seguridad con 
lógicas biopolíticas. Lo novedoso entonces del periodo 
post dictadura es que éste se configure definitivamente 
como objeto de una estrategia de seguridad. 

La figura del adicto, se puede comprender como el 
resultado de dos tipos de prácticas que se dan en Chi-
le desde fines del siglo XIX y principios del siglo XX: 
por un lado acciones orientadas al control de personas en 
estado de ebriedad, y por otro, acciones orientadas a res-
tringir el uso de ciertas sustancias utilizadas inicialmente 
por prescripción médica.

La ley de alcoholes de 1912, establecía que las perso-
nas en estado de intemperancia, debían ser recluidas en 
un asilo, habilitado en dependencias de la casa de ora-
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tes de Santiago. Previamente, desde fines del siglo XIX 
se había establecido la relación entre uso de alcohol en 
grandes cantidades y pobreza (SALAMANCA, 1879 
apud BECERRA, 2013). La estrategia para el manejo de 
los alcohólicos seguirá el modelo de la psiquiatría: los 
ebrios son considerados un peligro y se busca resguardar 
la seguridad del resto de la población. Luego, se aplicarán 
las técnicas del encierro, la vigilancia y con ello se dará la 
clasificación y la descripción de síntomas (FOUCAULT, 
1976), con lo cual el ebrio pasará a ser considerado un 
objeto del saber médico a la par con el loco.

En paralelo, se comienza a configurar la figura del 
toxicómano; en una publicación de 1887 en la revista 
médica de Chile, se hace alusión por primera vez a este 
término en el país. Haciendo eco de los que sucedía en 
Europa, se plantea el problema del uso de morfina, hero-
ína y cocaína, que habiendo sido inicialmente indicadas 
para el tratamiento de una dolencia, luego se continuaban 
utilizando a causa de un mal hábito. El toxicómano, se 
configura en Chile por la acción conjugada de diferentes 
actores: los médicos que inicialmente prescriben las sus-
tancias y luego describen los efectos de las mismas, los 
farmacéuticos que las expenden, y distintos dispositivos 
legales y jurídicos (FERNÁNDEZ, 2011), todo lo cual 
dará como resultado, un sujeto de intervención médica, 
siguiendo el molde de las descripciones del alcohólico, 
es decir, un enfermo mental que necesita de tratamien-
to. La figura del adicto se institucionaliza con la creaci-
ón del Instituto de Reeducación mental en el año 1943 
en dependencias de un anexo del Manicomio Nacional 
(Hospital El Peral). Éste se orienta específicamente a al-
cohólicos y toxicomános. 

El adicto se vinculará al discurso que establece a la 
población como la base del desarrollo de la nación, que 
en Chile cobra fuerza entre la intelectualidad médica 
desde la primera mitad del siglo XX (ILLANES, 1993). 
Desde la descripción de síntomas, se dará paso al estudio 
y la descripción de ciertas características personales y 
de determinados grupos, que serán vistas como predis-
posición hereditaria. En adelante, no se trata sólo de un 
mal individual, sino que también de una amenaza para la 
raza, y en consecuencia para la nación. 

Los discursos en torno a las adicciones, rondarán di-
versos ámbitos del saber, entre los cuales cabe destacar 
1) los eugénésicos: los descendientes de los adictos here-
darán su mismo mal u otros, tales como sífilis o retardo 
mental, 2) Epidemiológicos: el adicto se configura como 
un foco de contagio ya que está constantemente inten-
tando inducir a otros a su vicio y 3) legal: ya sea por la 
necesidad de consumir o por su incapacidad para traba-
jar, es un potencial delincuente (ZELADA, 1939 apud 
BECERRA, 2013). Finalmente, todo lo anterior aportará 
a que el asunto se configure como una enfermedad de 
trascendencia social (ARCE DE MOLINA, 1937 apud 
BECERRA, 2013).

Volviendo a la década de los 90’s se presentaba como 
una amenaza la inminente aparición de delitos asociados 
al tráfico de estupefacientes, debido a la vulnerabilidad 
de la frontera chilena frente a países vecinos productores 

de drogas. Además, se planteaba que las acciones de tra-
tamiento y rehabilitación hacia los sujetos drogodepen-
dientes eran escasas y poco efectivas. 

Durante el Gobierno de Patricio Alwyn, y ligado a 
una política anti delincuencia, se crean el Consejo Na-
cional para el Control de Estupefacientes (CONACE) 
dependiente del Ministerio del Interior. Luego, en el 
Gobierno de Eduardo Freí se crean políticas públicas 
específicas para el tema de la seguridad ciudadana: de-
lincuencia común, juvenil y drogas. En el Gobierno de 
Ricardo Lagos, CONACE plantea la Estrategia Nacional 
sobre Drogas 2003 – 2008 (Ministerio del Interior, 2004) 
cuyo objetivo general era reducir el consumo y tráfico de 
drogas para el año 2008. Dentro de éste, se define el Tra-
tamiento y Rehabilitación como: “Proceso de intervenci-
ón dirigido a la superación de los problemas de abuso y/o 
dependencia a las drogas, que incluye el desarrollo de un  
conjunto de acciones de carácter sanitario, psicológico, 
social, ocupacional y educativo, tanto a nivel individual 
como grupal y familiar” (CHILE, 2003, p. 70). 

Luego, durante 2011 se crea el Servicio Nacional para 
la Prevención y Rehabilitación del Consumo de Drogas 
y Alcohol SENDA, que tiene como función continuar la 
labor iniciada por el CONACE. Mantiene la dependencia 
del Ministerio del Interior, y con ello su acción se man-
tendrá orientada a la gestión del consumo problemático 
de drogas, desde un lógica de disminución de los niveles 
de criminalidad. Es decir, gana terreno la asociación en-
tre consumo y delincuencia, ahora ligado al tráfico, que 
conjuga la idea del contagio (quien consume trafica y ne-
cesita que hayan más consumidores) y la de una tenden-
cia a cometer delitos en los adictos.

Actualmente la política de SENDA se sustenta fuerte-
mente en el modelo de Desarrollo de Competencias, he-
redero del discurso del Capital Humano: El sujeto adicto 
se reconoce como parte de un grupo en situación de 
vulnerabilidad o fragilidad, lo que podemos interpretar 
como una continuidad en la idea del consumo asociado a 
grupos pobres. Pero el sujeto adicto ahora debe superar 
su condición de pobre/vulnerable desarrollando su poten-
cial, para así poder participar de mejor forma de la so-
ciedad, ya que esto sería lo que asegura su recuperación. 
Las estrategias de intervención deben apuntar por tanto a 
la transformación del sujeto a fin de que éste pueda mo-
vilizar sus recursos internos para hacer frente a cambios 
externos (SENDA, 2013)

En Conclusión
Con la entrada en vigencia de la Ley 20.084 de Res-

ponsabilidad Penal Juvenil, se establecieron programas 
de tratamiento y rehabilitación por consumo problemá-
tico de drogas específicos para adolescentes infractores 
de ley, a través de un convenio entre el Servicio Nacional 
para la Prevención y Rehabilitación de Drogas y Alcohol 
(SENDA, ex CONACE), Servicio Nacional de Menores 
(SENAME), encargado del cumplimiento de las sancio-
nes penales y el Ministerio de Salud (MINSAL), de Chi-
le.
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En los dispositivos donde actualmente se llevan a 
cabo dichos programas, convergen una serie de lógicas 
y discursos, que a fin de poder ser analizados desde una 
perspectiva crítica, propongo comprender como entra-
mados discursivos, técnicas y tecnologías.

En cuanto a los discursos, propongo focalizar la aten-
ción en aquellos que definen, norman y hacen operativa 
la actuación de expertos extrajurídicos, tales como psi-
quiatra, psicólogo, educadores, entre otros, en las ac-
ciones tendientes a una re socialización de menores de 
edad que han cometido delitos, así como en las acciones 
tendientes a su tutela, cuidado y responsabilización. En 
específico considero necesario un análisis de los discur-
sos científico en relación a 1) el desarrollo normal y pa-
tológico del menos de edad, 2) la medicalización de las 
adicciones de los menores de edad y 3) El carácter social 
del fenómeno de las adicciones de los menores: factores 
hereditarios, de propagación del consumo (tráfico) y de 
potencial delincuencia.

En cuanto a las técnicas que operan en la configura-
ción del sujeto menor infractor de ley, considero que el 
foco debe apuntar a formas de vigilancia, aislamiento, 
modulación de la pena, uso del trabajo o la ocupación, 
clasificación del grado de peligrosidad de los sujetos, 
y las variadas prácticas de intervención terapéutica o 
tecnologías del yo aplicadas. 

La forma en que opera todo lo anterior se debe com-
prender como algo siempre mediado por las tecnologías 
de gestión, por lo que es importante integrar herramientas 
para el análisis de éstas a las estrategias de investigación 
(SISTO; ZELAYA, 2013) que permitan dar cuenta de 
cómo estas tecnologías conectan los fines de gobierno, 
con agentes no gubernamentales y finalmente alinean las 
subjetividades tanto de interventores como de interve-
nidos.
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